
SENTENCIA NUMERO: DIECISEIS 

  

En la Ciudad de Córdoba, a los veintiocho días del mes de febrero de dos mil 

catorce, siendo las once horas, se constituyó en audiencia pública la Sala Penal 

del Tribunal Superior de Justicia, presidida por la señora Vocal doctora Aída 

Tarditti, con asistencia de los señores Vocales doctores María de las Mercedes 

Blanc G. de Arabel y Luis Enrique Rubio, a los fines de dictar sentencia en los 

autos "R.,J.A. p.s.a. amenazas, etc. -Recurso de Casación-" (Sac. N° 491132), 

con motivo del recurso de casación interpuesto por el Asesor Letrado del 3º 

Turno de la Segunda Circunscripción Judicial, Dr. Santiago Camogli, defensor 

del imputado J.A.R., en contra del Auto número ciento treinta y tres, de fecha 

veintitrés de agosto de dos mil trece, dictado por la Cámara en lo Criminal, 

Correccional y de Acusación de Primera Nominación de la ciudad de Río Cuarto. 

Abierto el acto por la Sra. Presidente, se informa que las cuestiones a resolver 

son las siguientes: 

I. ¿Se ha aplicado erróneamente el art. 76 bis del CP? 

II. ¿Qué resolución corresponde dictar? 

Los señores Vocales emitirán sus votos en el siguiente orden: Dra. Aída Tarditti, 

María de las Mercedes Blanc G. de Arabel y Luis Enrique Rubio. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN: 

La señora Vocal doctora Aída Tarditti, dijo: 

I. Por Auto n° 133, del 23 de agosto de 2013, la Cámara en lo Criminal, 

Correccional y de Acusación de la Primera Nominación de la ciudad de Río 

Cuarto, resolvió: “1) No hacer lugar a la suspensión de juicio a prueba solicitada 

por el prevenido J.A.R.” (fs. 71/73). 

II. Contra la decisión aludida el Asesor Letrado, Dr. Santiago Camogli, defensor 

del imputado J.A.R., interpuso recurso de casación, amparándose en ambos 

motivos casatorios (art. 468 inc. 1º y 2º del CPP). 

Luego de hacer referencia a la procedencia formal del recurso y a los 

antecedentes de la causa, el impugnante considera que el primer yerro del iudex 

consistió en identificar el caso de marras con el precedente “Guzmán” de este 

Tribunal Superior, toda vez que entre ellos existe una diferencia sustancial: el 

dictamen fiscal que precede al pronunciamiento. En este sentido, señala, en el 

citado fallo se trataba de un dictamen fiscal desfavorable motivado y vinculante 

para el a quo; en tanto, indica, en el caso de autos la opinión de la Sra. Fiscal es 

favorable a la concesión de la probation y formula una reseña de sus argumentos. 

Resalta que este dictamen fiscal favorable incluso fue avalado por el Tribunal a 

quo al sostener que sus argumentos no resultan irrazonables o arbitrarios, pero, 

sin perjuicio de ello se apartó de las apreciaciones dadas por el órgano acusador, 

las que debieron serle vinculantes. 

A continuación, cita doctrina en apoyo a la tesis de que la voluntad favorable del 

órgano acusador para la concesión de la suspensión del juicio a prueba goza de 

carácter vinculante; en consecuencia el a quo debió sujetarse al mismo y no 

atribuirse una función que no le corresponde. 

En cuanto a la aplicación de la “Convención de Belém do Pará” como límite 

infranqueable para la admisión de la probation, entiende que este criterio resulta 



equivocado. En ese orden, explica que la citada normativa supra legal, en modo 

alguno exige una sanción penal para cumplir con sus directivas o finalidad 

generales de protección y que el alcance que se le asigna es producto de un 

análisis aislado del resto de los instrumentos internacionales vinculados a los 

derechos humanos. Indica que los fallos citados por el iudex parecen establecer 

un criterio erróneo, cual es que: cualquier Estado que haya ratificado la 

Convención de Belém do Pará, no puede implementar alternativas distintas a la 

definición del caso en una instancia de debate oral. 

Agrega que se llega a esta equívoca conclusión porque se asimila el término 

“juicio oportuno” (art. 7 inc. “f”, Convención de Belém do Pará), con la etapa 

final del procedimiento criminal y con el argumento de que únicamente de allí 

puede derivar el pronunciamiento definitivo sobre la culpabilidad o inocencia del 

imputado, lo cual, entiende, constituye un razonamiento erróneo. Es que, asimilar 

la expresión sancionar con la imposición de una condena privativa de libertad 

implica olvidar la naturaleza del instituto de la probation. 

Expresa que es indudable que las condiciones impuestas por el Tribunal al 

otorgar la probation (art. 27 bis, CP), tiene una naturaleza coactiva, no obstando a 

esta conclusión que es el propio imputado quien decide someterse 

voluntariamente y ello revela las severas restricciones a las que habilita la 

aplicación del instituto. 

Manifiesta que un análisis integral de la Convención de Belém do Pará permite 

concluir que el compromiso asumido por el Estado no se limita a la sanción 

frente al responsable de un delito cometido en el marco de violencia de género, 

sino que implica investigar estos hechos y propiciar una rápida solución, máxime 

cuando, como ocurre en autos, la propia víctima afirma que el conflicto ha 

cesado y que se trató de un hecho aislado como señala la pericia psicológica, 

entonces, mal puede hablarse de una problemática de violencia de género. 

Desde esta perspectiva, advierte que junto a la Convención de Belém do Pará, 

también existen otros tratados internacionales de derechos humanos con jerarquía 

constitucional que conciben a la pena como resocializadora y en ese contexto la 

probation aparece como una solución alternativa al conflicto y aporta una 

respuesta valiosa tanto para el Estado como para el imputado y la víctima. 

En consecuencia, apunta, el análisis de las obligaciones del Estado y los derechos 

de la víctima no pueden excluir lisa y llanamente los derechos del imputado, 

razón por la cual las directiva internacionales deben aplicarse de manera 

armónica con el principio de legalidad, el carácter de ultima ratio del 

ordenamiento penal y el principio pro homine y es que, la suspensión del juicio a 

prueba y su sentido humanista resulta perfectamente compatible con el marco 

que fija la Convención de Belém do Pará. 

Observa que una aplicación errónea en la aplicación de la citada Convención 

puede llevar a sostener que la probation tampoco puede regir para los delitos 

contra la propiedad, pues ella también es objeto de protección y exige deber de 

investigar (art. 21Convención Americana de Derechos Humanos), es decir, 

implicaría la virtual derogación de los sistemas alternativos de resolución de 

conflicto y es más, advierte, que en esa sintonía se podría llegar a declarar que 



los hechos de violencia contra la mujer no prescriben puesto que ello obstaría al 

deber asumido de investigarlos y sancionarlos. 

Formula reserva del caso federal (fs.81/88). 

III. El Tribunal a quo para denegar la solicitud de la suspensión del juicio a 

prueba presentada por el imputado J.A.R., adujo que aún siendo favorable el 

dictamen fiscal, atento que el hecho se habría producido en un contexto de 

violencia contra la mujer y conforme la doctrina judicial sentada en dicha materia 

tanto por esta Sala Penal como por la CSJN, resulta necesario y de trascendencia 

capital la realización del debate (fs. 71/73). 

IV. De la atenta lectura de los argumentos expuestos por el recurrente, se infiere 

que su queja reside en que el Tribunal a quo aplicó erróneamente lo dispuesto por 

el art. 76 bis del CP, ya que denegó la suspensión del juicio a prueba a su 

defendido sin tener en cuenta el carácter vinculante del dictamen favorable de la 

Sra. Fiscal de Cámara y haciendo hincapié en la doctrina elaborada por esta Sala 

Penal a partir del precedente “Guzmán” (S. nº 239, 31/08/2011) y por la CSJN en 

el caso “Góngora” (G.61.XLVIII, causa nº 14.092, 23/04/2013), la cual considera 

equivocada. 

1. En relación al carácter vinculante o no del dictamen favorable del Ministerio 

Público, este Tribunal in re "Segura" (S. n° nº 107, 4/05/2009) sostuvo que la 

opinión favorable del Fiscal a la concesión de la suspensión del juicio a prueba 

no obliga al Tribunal a dictar una decisión en idéntico sentido. 

En ese contexto se señaló que, la conformidad del representante del Ministerio 

Público a la solicitud de la suspensión del juicio a prueba no obliga al Tribunal a 

su concesión automática, pues éste inexorablemente deberá efectuar un control 

de legalidad, consistente en la verificación del cumplimiento de las condiciones 

legales que el legislador ha establecido como requisitos para su procedencia. 

Se concluyó que ello es así, puesto que la vinculación de la suspensión del juicio 

a prueba con el principio de oportunidad se encuentra reglada por la ley penal y 

sujeta a un control judicial de legalidad, por lo que aún cuando exista dictamen 

fiscal favorable, el Tribunal deberá verificar el cumplimiento de los requisitos 

que la ley penal establece como necesarios para la procedencia del aludido 

beneficio, y decidir -en caso en que las mismas no se cumplimenten- su no 

concesión. 

En suma, el dictamen fiscal favorable no obliga al a quo a conceder sin más el 

beneficio de la suspensión del juicio a prueba, toda vez que el órgano 

jurisdiccional conserva el control judicial de legalidad. 

2. Ahora, cabe destacar que la resolución puesta en crisis es congruente con la 

doctrina de esta Sala en materia de violencia de género y conforme la cual, 

aquellos delitos que involucran cuestiones de violencia contra la mujer, 

necesariamente deben ser esclarecidos y por lo tanto sometidos a debate, 

resultando improcedente alternativas diferentes para su conclusión (TSJ, Sala 

Penal, “Guzman”, Sent. nº 239, 31/08/2011, “Romero” Sent. nº 377, 16/12/2011, 

“Ramello” Sent. nº 156, 04/06/2013, entre muchos otros). 

Esta doctrina se funda en compromisos internacionales que rigen en la materia, 

toda vez que nuestro país a través de la Ley N° 24.632 aprobó la “Convención de 



Belém Do Pará”, que busca prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 

mujer. 

  

Este instrumento internacional enuncia una serie de derechos que asiste a la 

mujer. 

En particular, define que toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, 

ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades 

consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 

humanos, entre los cuales encontramos el derecho a que se respete su integridad 

física, psíquica y moral (art. 2). 

Por otra parte, el art. 7, establece deberes para los Estados Partes. En lo que aquí 

interesa, dispone que los Estados “condenan todas las formas de violencia contra 

la mujer” y se obligan a: 

(…)     b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la 

violencia contra la mujer. 

(…)     f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que 

haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, 

un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos (el resaltado me 

pertenece). 

Asimismo, repárese que en el ordenamiento interno, se sancionó la Ley Nº 

26.485 de Protección Integral a las Mujeres para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

la Violencia contra las Mujeres, que reglamentó y concretizó los postulados de la 

aludida Convención de Belém do Pará. 

En este orden, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el 

documento sobre Acceso a la Justicia Para las Mujeres Víctimas de Violencia en 

las América expuso que, es sabido que la probation supone una forma 

socialmente constructiva que implica también una cierta conciliación o 

mediación entre víctima y ofensor. Ahora, en relación a ello, también señaló: “su 

preocupación ante el hecho de que una diversidad de órganos judiciales 

promueven principalmente el uso de la conciliación durante el proceso de 

investigación como método para resolver delitos de violencia contra las mujeres, 

sobre todo la intrafamiliar”, cuando es de “reconocimiento internacional que la 

conciliación en casos de violencia intrafamiliar no es recomendable como 

método para resolver estos delitos”, ya que las partes no se encuentran en 

igualdad de condiciones, en varios países “ha quedado claro que los acuerdos 

realizados en el marco de mediación aumentan el riesgo físico y emocional de las 

mujeres por la desigualdad” y más aún “generalmente no son cumplidos por el 

agresor y éstos no abordan las causas y consecuencias de la violencia en sí” 

(CIDH, Doc. 68, 20/0I/2007, numeral 161). 

Por ello, entre las recomendaciones generales, el organismo supranacional 

incluyó fortalecer “la capacidad institucional para combatir el patrón de 

impunidad frente a casos de violencia contra las mujeres a través de 

investigaciones criminales efectivas, que tengan un seguimiento judicial 

consistente, garantizando así una adecuada sanción y reparación”. Asimismo, 

entre las recomendaciones específicas, se indicó el fortalecer “la capacidad 

institucional de instancias judiciales, como el Ministerio Público, la policía, las 



cortes y tribunales, y los servicios de medicina forense, en términos de recursos 

financieros y humanos”. 

Siguiendo estos lineamientos la Ley 26.485 en su art. 8 crea el Consejo Nacional 

de la Mujer, organismo encargado del diseño de las políticas públicas para 

efectivizar las disposiciones de la presente ley tendientes a la protección integral 

de las mujeres. Para asegurar el logro de dicho objetivo en su art. 9, inc.”e”, 

establece que deberá “Garantizar modelos de abordaje tendientes a empoderar a 

las mujeres que padecen violencia que respeten la naturaleza social, política y 

cultural de la problemática, no admitiendo modelos que contemplen formas de 

mediación o negociación” (el resaltado me pertenece). 

En similar sentido al aquí propiciado, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente 

“Góngora”, señaló que: (…) esta Corte entiende que siguiendo una interpretación que vincula a los 

objetivos mencionados [art. 7, primer párrafo, de la “Convención de Belén do Pará] con la necesidad de 

establecer un "procedimiento legal justo y eficaz para la mujer", que incluya "un juicio oportuno" (cfr. el 

inciso "f”, del articulo [7 de la “Convención de Belén do Pará] citado), la norma en cuestión impone 

considerar que en el marco de un ordenamiento jurídico que ha incorporado al referido instrumento 

internacional, tal el caso de nuestro país, la adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la 

instancia del debate oral es improcedente. Este impedimento surge, en primer lugar, de considerar que el 

sentido del término juicio expresado en la cláusula en examen resulta congruente con el significado que 

en los ordenamientos procesales se otorga a la etapa final del procedimiento criminal (así, cí. Libro 

Tercero, Titulo 1 del Código Procesal Penal de la Nación), en tanto únicamente de allí puede derivar el 

pronunciamiento definitivo sobre la culpabilidad o inocencia del imputado, es decir, verificarse la 

posibilidad de sancionar esta clase de hechos exigida por la Convención. (…) En segundo término, no 

debe tampoco obviarse que el desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de posibilitar que 

la víctima asuma la facultad de comparecer para efectivizar el "acceso efectivo" al proceso (cfr. también 

el inciso "f" del artículo 7 de la Convención) de la manera más amplia posible, en pos de hacer valer su 

pretensión sancionatoria. Cuestión esta última que no integra, en ninguna forma, el marco legal sustantivo 

y procesal que regula la suspensión del proceso a prueba. De lo hasta aquí expuesto resulta que prescindir 

en el sub lite de la sustanciación del debate implicaría contrariar una de las obligaciones que asumió el 

Estado al aprobar la "Convención de Belem do Pará" para cumplir con los deberes de prevenir, investigar 

y sancionar sucesos como los aquí considerados (CSJN, G. 61. XLVIII., Recurso de Hecho, “Góngora, 

Gabriel Arnaldo s/causa nº 14.092”, 23/04/2013) (los resaltados me pertenecen). 

3. Entonces, más allá de las críticas que ensaya el quejoso, lo cierto es que los 

hechos aquí investigados se encuentran comprendidos dentro de la problemática 

denominada violencia contra la mujer y obligan a ir a juicio. 

Repárese en que, el Tribunal de mérito brindó argumentos ligados a la necesidad 

de que los delitos aquí investigados sean sometidos a debate por tratarse de 

conductas violentas desplegadas por el imputado en contra de su ex pareja, Ana 

Dense Contreras, y a quien la acusación le endilga haberle manifestado “…te voy 

a cagar matando” y luego en horas de la noche en circunstancias en que aquélla 

fue a retirar a la hija de ambos, la habría agredido físicamente en distintas partes 

del cuerpo hasta hacerla caer en la calle, donde le siguió pegando, causándole 

lesiones de carácter leve. 

Si bien el quejoso discrepa con la doctrina de esta Sala en cuanto señala que 

“existe un yerro en relación a los alcances de los compromisos internacionales 

asumidos por el Estado en materia de violencia de género y el instituto de la 

probation”, lo hace sin traer a estudio ningún argumento nuevo que no haya sido 



considerado aún por este Tribunal Superior y que revista potencial idoneidad 

para modificar la concepción aquí sostenida. Al igual que, pasa por alto el 

contenido específico de las Convenciones Internacionales que rigen en materia 

de violencia de género (CEDAW y Convención de Belém do Para) y cómo las 

mismas se articulan con los demás Instrumentos Internacionales en materia de 

Derechos Humanos (art. 75 inc. 22, CN), como así también las recomendaciones 

expuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos relación a estos 

casos. 

Bajo ese orden, la derivación que formula el recurrente en cuanto hace extensiva 

la responsabilidad que asume el Estado Argentino a los fines de prevenir, 

sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, a otras situaciones totalmente 

ajenas a aquéllas, como por ej. “delitos contra la propiedad”; resulta errónea. En 

efecto, soslaya que dentro del sistema internacional y regional de los derechos 

humanos existen instrumentos que se refieren a colectivos específicos que sufren 

situaciones de discriminación, vulnerabilidad o exclusión (v. gr. mujeres, niños, 

refugiados, migrantes, pueblos aborígenes, etc.) y que tienen como objeto hacer 

visible una problemática determinada que deriva en una vulneración concreta a 

sus derechos humanos, para así combatir su aceptación y su naturalización 

cultural. 

En otras palabras, a los instrumentos jurídicos internacionales que conforman el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, se suman otros instrumentos 

internacionales de derechos humanos que toman como punto de partida una 

desigualdad histórica y en consecuencia, reconocen y protegen específicamente 

los derechos de las mujeres, ello, permite detectar mejor la especificidad de las 

violaciones de derechos humanos que sufren las mujeres –en función de su 

género, de los roles y estereotipos que la sociedad históricamente les ha 

atribuido– y marca la necesidad de conferir un carácter también específico al 

reconocimiento y sobre todo, a la protección de sus derechos. De allí que 

establezcan en cabeza de los Estados compromisos y deberes concretos, lo que 

no sucede en otras materias. Por último y a diferencia de lo que postula el 

impugnante, los compromisos y deberes asumidos por los Estados en dirección a 

condenar todas las formas de discriminación y violencia contra la mujer, no 

importa una derogación de las garantías constitucionalmente reconocidas al 

imputado (TSJ, Sala Penal, “González”, S. nº 351, 08/11/2013). 

Despejadas entonces las críticas del recurrente en torno a los alcances de la 

doctrina judicial en materia de violencia contra la mujer, la pretensión 

impugnativa del quejoso no puede ser acogida, habida cuenta que el sentenciante, 

al resolver como lo hizo, actuó conforme a derecho. 

Así voto. 

La señora Vocal doctora María de las Mercedes Blanc G. de Arabel, dijo: 

Estimo correcta la solución que da la señora Vocal preopinante, por lo que 

adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma. 

El señor Vocal doctor Luis Enrique Rubio, dijo: 

La señora Vocal del primer voto da, a mi juicio, las razones necesarias que 

deciden correctamente la presente cuestión. Por ello adhiero a su voto, 

expidiéndome en igual sentido. 



A LA SEGUNDA CUESTIÓN: 

La señora Vocal doctora Aída Tarditti, dijo: 

Atento al resultado de la votación que antecede, corresponde rechazar el recurso 

de casación deducido por el Asesor Letrado, Dr. Santiago Camogli, a favor del 

imputado J.A.R. Con costas (CPP, 550/551). 

Así voto. 

  

La señora Vocal doctora María de las Mercedes Blanc G. de Arabel, dijo: 

La señora Vocal preopinante da, a mi juicio, las razones necesarias que deciden 

correctamente la presente cuestión. Por ello adhiero a su voto, expidiéndome en 

igual sentido. 

El señor Vocal doctor Luis Enrique Rubio, dijo: 

Estimo correcta la solución que da la señora Vocal del primer voto, por lo que 

adhiero a la misma en un todo, votando, en consecuencia, de igual forma. 

En este estado, el Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de la Sala Penal; 

RESUELVE: Rechazar el recurso de casación interpuesto por el Asesor Letrado, 

Dr. Santiago Camogli, a favor del imputado J.A.R. Con costas (CPP, 550/551). 

Con lo que terminó el acto que, previa lectura y ratificación que se dio por la 

señora Presidente en la Sala de Audiencias, firman ésta y los señores Vocales de 

la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia, todo por ante mí, el Secretario, de 

lo que doy fe. 
 


